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MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 2 (parcial) de la Ley  768 de 2002 “por la  cual  se adopta el régimen político, administrativo y fiscal  de los Distritos Portuarios e Industrial de Barranquilla, Turístico y Cultural de Cartagena de Indias y Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta”

Actor: Germán Alberto Sánchez Arregocés



Magistrado Ponente: Dr. Gabriel E. Mendoza Martelo



Expediente No. D-8010



Concepto No.4951
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2o., y 278, numeral 5o., de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada ante esa Corporación por el ciudadano GERMAN ALBERTO SANCHEZ ARREGOCES, quien en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6o., y 242, numeral 1o., de la Constitución Política, ha solicitado a la Corte Constitucional que declare la inconstitucionalidad del artículo 2 (parcial) de la Ley 768 de 2002, que a continuación se transcribe: 
“LEY 768 de 2002
Diario Oficial No. 44.893 del 7 de agosto de 2002
ARTÍCULO 2o. RÉGIMEN APLICABLE. Los Distritos Especiales de Barranquilla, Cartagena de Indias y Santa Marta, son entidades territoriales organizadas de conformidad con lo previsto en la Constitución Política, que se encuentran sujetos a un régimen especial autorizado por la propia Carta Política, en virtud del cual sus órganos y autoridades gozan de facultades especiales diferentes a las contempladas dentro del régimen ordinario aplicable a los demás municipios del país, así como del que rige para las otras entidades territoriales establecidas dentro de la estructura político administrativa del Estado colombiano.

En todo caso las disposiciones de carácter especial prevalecerán sobre las de carácter general que integran el régimen ordinario de los municipios y/o de los otros entes territoriales; pero en aquellos eventos no regulados por las normas especiales o que no se hubieren remitido expresamente a las disposiciones aplicables a alguno de los otros tipos de entidades territoriales previstas en la C.P. y la ley, ni a las que está sujeto el Distrito Capital de Bogotá, estos se sujetarán a las disposiciones previstas para los municipios.”
En negrillas lo demandado.
1.  Planteamientos de la demanda  

El ciudadano demandante manifiesta que la disposición impugnada vulnera el artículo 328 de la Constitución Política en concordancia con el Acto Legislativo 03 de 1989, reformatorio de la Constitución de 1886 y el artículo 4 de la Constitución Política,  por  las siguientes razones:
1.1.  La regulación de los Distrito Especiales por parte del legislador debe tener en cuenta el marco constitucional que lo autoriza para tal efecto, como es el Acto Legislativo 03 de 1989 que creó el Distrito de Santa Marta, en el cual se señala que en su organización “será sin sujeción al ordenamiento jurídico de los municipios”, compartiendo con los otros distritos que en defecto se le aplicará “lo dispuesto para el Distrito Especial de Bogotá.”
Sin embargo, la libertad de configuración normativa de la que goza el legislador no es absoluta, y es por ello que éste extralimitó dicha libertad, en la medida que al consagrar las expresiones demandadas, fue más allá de lo contemplado en el Acto Legislativo 3 de 1989, pues estableció que el Distrito de Santa Marta, estaría sometido al régimen de los municipios, aspecto que precisamente es contrario a lo dispuesto en el señalado acto legislativo, en el cual se estableció que el Distrito se sustraía del régimen municipal ordinario.
1.2.  La decisión del legislador de aplicar el régimen municipal para el Distrito de Santa Marta, se erigió en una reforma al Acto Legislativo 03 de 1989, sin que tuviese competencia para ello. Así mismo, las disposiciones municipales al Distrito de Santa Marta no encuentran sustento constitucional, como si lo hace con los otros distritos en los que expresamente se manifiesta que además de las leyes especiales se aplicará la de los municipios.

Igualmente, la vigencia del Acto Legislativo 03  de 1989 imposibilita que lo dispuesto para el Distrito de Bogotá sea válidamente aplicable al Distrito de Santa Marta, dado que lo perseguido por el constituyente es que tuviese un régimen especial sin sujeción a las normas ordinarias, y por tanto no es  aplicable el artículo 322 de la Constitución Política –régimen especial del Distrito Capital- , ya que el mencionado acto legislativo establece una prerrogativa de conservar su régimen y carácter.
2.  Problema jurídico
Corresponde establecer si se desconoce el artículo 328 de la Constitución  Política y el Acto Legislativo 03 de 1989, la decisión del legislador de consagrar que aquellos aspectos no regulados en la normas especiales que determinan el régimen aplicable al Distrito Especial de Santa Marta se sujetarán al régimen del Distrito Capital de Bogotá  y en ausencia de éste a las disposiciones previstas en los municipios. 
3.   El régimen de los distritos especiales. Alcance de lo contemplado en la Constitución Política 

3.1. La Constitución Política, establece dos regímenes respecto de las entidades territoriales, en primer lugar, las sometidas a un régimen especial consagrado en los artículos 322 a 327 que hacen alusión al Distrito Capital y el artículo 328, que corrobora la permanencia y el régimen de los distritos especiales creados por la Constitución de 1886, y en segundo lugar las entidades territoriales sujetas a un régimen general u ordinario.

En cuanto, a los distritos especiales el artículo 328 constitucional, señala, que el Distrito Cultural y Turístico de Cartagena de Indias y el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, conservarán su régimen y carácter, es decir, lo regulado por los Actos Legislativos No.1 de 1987 y No. 3 de 1989, así como el Acto Legislativo No.1 de 1993, que erigió a la ciudad de Barranquilla en Distrito Especial, Industrial y Portuario.  
El Distrito turístico y cultural de Cartagena de Indias fue creado a través del Acto legislativo No. 1 de 1987, disponiendo en su artículo 1 que el legislador podría dictar para este distrito un estatuto especial para determinar su régimen fiscal, administrativo y lograr  su fomento económico, social y cultural. 
El Distrito de Santa Marta fue creado por medio del Acto Legislativo No.3 de 1989, que en su artículo 1 prescribió que la ciudad de Santa Marta se organizará sin sujeción al régimen municipal ordinario, dentro de las condiciones que fije la ley, en donde se facultó al legislador para dictar un estatuto especial sobre su régimen fiscal, administrativo y su fomento económico, social, cultural, turístico e histórico.

Mediante el Acto Legislativo No. 1 de 1993, se erigió a la ciudad de Barranquilla en Distrito especial, industrial y portuario. El artículo 1 de dicho acto legislativo, al igual que en los anteriores, señaló que el régimen político, fiscal y administrativo para éste distrito sería el que determine la Constitución y las leyes especiales que para el efecto se dicten, y en lo no dispuesto en ellas,  las disposiciones vigentes para los municipios.  El Acto Legislativo 2 de 2007  organiza a Buenaventura y Tumaco como Distrito Especial, Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturismo. 

De este modo, fue el Constituyente el que expresamente previó que los distritos de Cartagena y Santa Marta tuviesen un régimen especial señalado por el legislador, régimen especial que también habría de diseñarse para el distrito de Barranquilla, Buenaventura y Tumaco; por tanto, ha de afirmarse que por disposición constitucional, existe reserva de ley en lo atinente a la adopción del régimen político, administrativo y fiscal de estos distritos, reserva que obliga al legislador a regular aquellas materias que el Constituyente decidió que fueran desarrolladas en una ley especial,  materia ésta indelegable en otros  órganos. 

3.2. Los mencionados actos legislativos consagran que el  régimen fiscal y administrativo  de los distritos será el que fije el legislador e igualmente lo dispuesto para el Distrito Especial de Bogotá en los artículos 171, 182 y parágrafo del 189, lo cual significa que aquéllos al conservar el régimen anterior por expresa disposición constitucional se le deben aplicar las normas que transformaron al Distrito Especial en Distrito Capital, y en ese orden se le es aplicable los artículos 322 a 327 de la Constitución Política, que establece el régimen especial para Bogotá D.C.
El inciso segundo del artículo 322 de la Constitución Política, dispone que el  régimen, político, fiscal y administrativo del Distrito Capital será el que determine la misma Constitución, las leyes especiales que para el mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios.

3.3. En síntesis, la Constitución Política directamente erige a los distritos especiales, atribuyéndoles el régimen de que goza el Distrito Capital de  Bogotá, otorgado por la misma Constitución, las leyes especiales y el régimen general para los municipios, y es por tanto que las leyes especiales que se expidan deben  tener en cuenta el marco constitucional, entre los que se cuenta las funciones  que directamente se le atribuyen al Distrito Capital y que por ende les son propias a los distritos especiales.

4. La disposición demandada no desconoce la Constitución Política
4.1. Analizado el contenido del artículo 2 de la Ley 768 de 2002 se puede establecer que es la reproducción de los artículos de la Constitución que regularon el régimen de los distritos especiales como una categoría que se distingue de los demás entidades territoriales, es decir, la primera parte hace alusión a la prelación de las disposiciones especiales sobre las de carácter general que se aplican a los municipios, y al final en la que se incluye la expresión demandada, reitera tanto el artículo 328 de la Constitución Política como el Acto Legislativo 03 de 1989.
En efecto, el artículo 328 superior señala que “El Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias, el Distrito Turístico, Cultural e histórico de Santa Marta y Barranquilla conservarán su régimen y carácter, y se organiza a Buenaventura y Tumaco como Distrito Especial, Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturísmo.”

En ese orden, como se anotó, cobra vigencia el Acto Legislativo 03 de 1989 que a la letra dice:
"Artículo 1o. La ciudad de Santa Marta, capital del Departamento del Magdalena, será organizada como un Distrito Turístico, Cultural e Histórico, sin sujeción al régimen municipal ordinario, dentro de las condiciones que fije la ley, el Legislador así mismo dictará para ella un estatuto especial sobre su régimen fiscal, administrativo y su fomento económico, social, cultural e histórico. La ley podrá agregar otro u otros municipios circunvecinos al territorio de la capital del Magdalena, siempre que sea solicitada la anexión por las tres cuartas partes de los Concejales del respectivo municipio

“Sobre las rentas que se causen el (sic) Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, la ley determinará la participación que le corresponda"
"Artículo 2o. Lo dispuesto para el Distrito Especial de Bogotá por la Constitución Nacional en sus artículos 171, 182 y parágrafo 189, se aplicará al Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta".

Del tenor literal de la norma trascrita se puede establecer que las disposiciones especiales deben primar sobre las generales que regulan el régimen de los municipios, pero en el artículo 2 señala que lo dispuesto para el Distrito Especial de Bogotá se aplicará al de Santa Marta, lo cual significa que la aplicación de éste último régimen es supletorio, en el evento que no exista la regulación en las normas especiales.
4.2. Ahora bien, en una interpretación armónica de la Constitución Política y del referido acto legislativo, se ha de entender que el régimen actual del Distrito Especial, hoy Distrito Capital, es el consagrado en los artículos 322 a 327 de la Constitución Política;  que dispone en el inciso segundo del artículo 322 que “Su régimen político, fiscal y administrativo será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios.”
Es por ello, que el artículo 2 de la Ley 768 de 2002, reitera el contenido normativo de las disposiciones antes señaladas, en la medida, que el inciso segundo recalca en la prevalencia de las disposiciones de carácter especial, y en defecto de ellas las que determinan el régimen jurídico del Distrito Capital, por lo que es claro, que la argumentación del demandante en cuanto a la inexequibilidad de la expresión “ni a las que está sujeto el Distrito Capital de Bogotá”, no es admisible, puesto que existe una remisión expresa del artículo 2 del Acto Legislativo 03 de 1989.
En cuanto a la expresión “estos se sujetarán a las disposiciones previstas para los municipios”, de la simple lectura de todo el contenido del inciso segundo del artículo 2 de la Ley 768 de 2002, es dable afirmar que es meramente de aplicación residual, frente a la falta de la regulación particular y concreta para el Distrito Especial de Santa Marta, y a su vez de la inexistencia normativa en el régimen del Distrito Capital de Bogotá.
En ese sentido, si bien el Acto Legislativo 03 de 1989 expresamente no remite a las disposiciones del régimen común municipal, también lo es que cuando hace alusión a la aplicación del régimen del Distrito Capital de Bogotá por ausencia de norma especial, hay que acudir a la actual Constitución Política que en el inciso segundo del artículo 322, consagra que también se aplicarán las normas de los municipios en aquellos eventos cuando el régimen especial no los contemple.

Así las cosas, si se apela a una interpretación sistemática de los cánones constitucionales antes mencionados, vemos que la disposición demandada reitera de manera acertada sus contenidos normativos, sin que haya lugar a considerar una extralimitación del legislador en la regulación de estas materias, pues las expresiones demandadas no desconocen el régimen especial del Distrito de Santa Marta, sino por el contrario lo reafirman, debido a que agotadas las posibilidades  normativas en el régimen especial, es necesario someterse a las disposiciones del régimen del Distrito Capital, y si aún persiste la ausencia normativa, como último recurso el precepto impugnado autoriza recurrir al ordenamiento jurídico municipal ordinario, lo cual obedece a la secuencia interpretativa que se debe seguir cuando se analizan los mandatos constitucionales que se ocupan de los distritos especiales.
5.    Conclusiones

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD de los apartes demandados del artículo 2 de la Ley 768 de 2002.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
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